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Recurso especial en materia de contratación. - 

Expte. recurrido: 15/2024 

Expte 4/750/2025 REMC 

 
 
En el Recurso Especial en Materia de Contratación presentado por Dª Elena García 
Ibáñez el día 14 de abril de 2025 en nombre y representación de la mercantil 
VALORIZA SERVICIOS MEDIOAMBIENTALES, S.A. (en adelante Valoriza), recurso 
especial en materia de contratación al amparo de los artículos 44 y ss de la Ley 9/2017, 
de 8 de noviembre de contratos del sector público, por la que se transponen al 
ordenamiento jurídico español las directivas del parlamento europeo y del consejo 
2014/237UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014  (en adelante LCSP), contra la 
resolución dictada por Teniente de Alcalde de Economía, Hacienda y Contratación de 
fecha 27 de marzo de 2025, publicada en la Plataforma de Contratación  del Estado y 
por la que se acepta la propuesta de la mesa de contratación y se excluye a la citada 
empresa de la licitación del contrato denominado “Limpieza Pública Viaria y Recogida y 
Transporte de Residuos del Municipio de Granada” este Tribunal ha dictado la 
siguiente RESOLUCION que se basa en los ANTECEDENTES DE HECHO que se exponen: 
 
PRIMERO. - Mediante Acuerdo de la Junta de Gobierno Local número 557, adoptado 
en sesión ordinaria de fecha 17 de mayo de 2024 se aprobó el expediente 15SE/2024 
referido al contrato de servicios denominado: Limpieza pública viaria y Recogida y 
transporte de residuos del municipio de Granada, a adjudicar por procedimiento 
abierto y se dispuso la apertura del procedimiento de adjudicación. 
 
El anuncio de licitación se publicó en la Plataforma de Contratos del Sector Público 
(PCSP en adelante) en fecha 19 de mayo de 2024, estableciéndose el plazo de 
presentación de ofertas hasta el 01 de julio de 2024 a las 18:30 horas. 
 
SEGUNDO. - Concurrieron a la licitación las siguientes operadoras económicas: 
 

 UTE PREZERO ESPAÑA, S.A. - AZ SERVICIOS URBANOS Y MEDIO AMBIENTE S.L. 

 URBASER, S.A. 

 UTE ACCIONA - ALTHENIA 

 VALORIZA SERVICIOS MEDIOAMBIENTALES, S.A. 

 FCC MEDIO AMBIENTE, S.A.U. 
 
Siendo todas ellas admitidas al procedimiento de licitación. 
 
TERCERO. - La mesa de contratación en su sesión ordinaria de fecha 27 de febrero de 
2025 propuso la exclusión de las licitadoras UTE PREZERO ESPAÑA, S.A. - AZ SERVICIOS 
URBANOS Y MEDIO AMBIENTE S.L., URBASER, S.A. y VALORIZA SERVICIOS 
MEDIOAMBIENTALES, S.A. 
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Contra esta propuesta de exclusión de la mesa de contratación fueron interpuestos 
recursos especiales en materia de contratación por las licitadoras UTE PREZERO 
ESPAÑA, S.A. – AZ SERVICIOS URBANOS Y MEDIO AMBIENTE S.L y VALORIZA SERVICIOS 
MEDIOAMBIENTALES, S.A en fechas 21 de marzo de 2025. 
 
Ambos recursos fueron desestimados por el Tribunal Administrativo de Contratos 
Públicos del Ayuntamiento de Granada mediante resoluciones de fecha 03 de abril de 
2025. 
 
CUARTO. - La Teniente de Alcalde Delegada de Economía, Hacienda y Contratación, 
por delegación de la Junta de Gobierno Local, adoptó en fecha 26 de marzo de 2025 
resolución en virtud de la cual aceptaba la propuesta de exclusión formulada por la 
mesa de contratación en su sesión de fecha 27 de febrero de 2025 de las operadoras 
económicas UTE PREZERO ESPAÑA, S.A. - AZ SERVICIOS URBANOS Y MEDIO AMBIENTE 
S.L., URBASER, S.A. y VALORIZA SERVICIOS MEDIOAMBIENTALES, S.A., aceptaba la 
propuesta de exclusión formulada por la Mesa de Contratación en su sesión ordinaria 
de fecha 25 de marzo de 2025 de la operadora económica UTE ACCIONA – ALTHENIA y 
aceptaba la clasificación realizada por la Mesa de Contratación. 
 
Esta resolución fue publicada en la PCSP en fecha 27/03/2025 a las 08:58:28, y 
notificada a las operadoras económicas que habían concurrido al procedimiento en las 
siguientes: 
 
- UTE PREZERO ESPAÑA, S.A. - AZ SERVICIOS URBANOS Y MEDIO AMBIENTE S.L., 27 de 
marzo de 2025 
- URBASER, S.A., 28 de marzo de 2025 
- UTE ACCIONA – ALTHENIA, 02 de abril de 2025 
- VALORIZA SERVICIOS MEDIOAMBIENTALES, S.A., rechazada por no apertura de la 
notificación puesta a disposición en la sede electrónica municipal 
- FCC MEDIO AMBIENTE, S.A.U., 27 de marzo de 2025 
 
QUINTO. - Presentado nuevo recurso contra esta Resolución, han sido notificadas con 
concesión de plazo para alegaciones todas las operadoras, presentado solo la UTE 
PREZERO ESPAÑA, S.A.-AZ SERVICIOS URBANOS Y MEDIO AMBIENTE, S.A, y FCC MEDIO 
AMBIENTE, S.A.U. 
 
A los anteriores antecedentes le son de aplicación los siguientes FUNDAMENTOS DE 

DERECHO: 

 
1.- Resumen del recurso. – 

 
Valoriza Servicios Medioambientales, S.A., (en adelante Valoriza), tras las cuestiones 
formales relativas a la identificación del acto objeto de recurso y petición de 
suspensión, centra su recurso en la arbitrariedad en la valoración y puntuación de las 
ofertas. A este respecto, el recuso se dirige contra la Resolución de 26 de marzo de 
2025 por la que se excluye a Valoriza de la licitación del expediente 15/2024 y se 
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adjudica a FCC Medio Ambiente, S.A. (en adelante FCC) publicada el 27 de marzo del 
mismo año. 
 
En primer lugar y siempre según Valoriza, respecto de la “Metodología de trabajo, 
dimensionamiento y justificación técnica”, se recoge en el informe de los Servicios 
Técnicos Municipales (en adelante STM), que en la oferta de FCC se afirma que “en el 
análisis de población debería haber incluido la población flotante”, población que cifra 
en un 65% de aumento diario. A su juicio “resulta imposible dimensionar el servicio de 
recogida de residuos y, por lo tanto, no es posible que FCC haya podido proponer un 
dimensionamiento adecuado de la recogida de residuos”, pero, sin embargo, se le 
otorga una puntuación de 8.1 sobre 9 puntos. A juicio de Valoriza, si lo que se valora 
en este apartado es el estudio de la población y no se ha tenido en cuanta ese 
dimensionamiento no es posible tal puntuación, “resultando la metodología de trabajo 
para ejecutar el Servicio inservible para la recogida real de residuos que hay que 
acometer”. 
 
En segundo, según Valoriza, el informe de los STM respecto de la capacidad de la 
contenerización de FCC, indica que “La incorporación y renovación de contenedores, 
deberá contar con el dictamen favorable de los servicios técnicos municipales. Con el 
criterio de optimizar el espacio ocupado de vía pública, no parece muy adecuado 
utilizar contenedores de sólo 2.000 litros para la fracción resto, dado que no se 
optimiza el espacio ocupado en la vía pública y además tienen menor capacidad”. Sin 
embargo y pese a esta afirmación, Valoriza argumenta que se la otorga una puntuación 
superior a la mayoría de los licitadores cuando incumple la población flotante y la 
capacidad de los contenedores. 
 
Respecto de los sistemas de recogida y transporte. Casco Histórico, tercera línea 
argumental de Valoriza, esgrime el recurso que, según el informe de los STM, FCC no 
ha potenciado suficientemente el uso de los contenedores soterrados, “no 
encajándolos en su diseño de Sistema de Recogida del Casco Histórico de la Ciudad”. 
Según el informe en la propuesta de FCC “es mejorable el uso previsto para los 
soterrados, un activo importante del servicio municipal. El Ayuntamiento ha realizado 
un esfuerzo importante (económico y en otros recursos) en ellos”. Pese a todo, FCC 
alcanza una puntuación de 4.5 y Valoriza de 1.5 pese a que la recurrente apuesta por el 
uso de los soterrados y parece ser que no es bien recibida por parte del Técnico 
Valorador” y compara la oferta de otra recurrente que va a clausurar algunos 
contenedores soterrados, pero le valora este apartado con 1.2 puntos. 
 
En cuarto lugar, analiza el uso del agua en los servicios ofertados por FCC. Siempre 
según Valoriza, “de 114,5 equipos; 27,5 de ellos tienen sistemas de uso de agua, lo que 
supone aproximadamente un 25% de los equipos de Limpieza para ejecutar el 
Servicio.”. Puesto que el pliego administrativo (en adelante PCAP) establece como 
valorable “un plan de eficiencia en la gestión del agua que tenga como máxima 
implementar un uso eficiente y racional del agua, justificando los consumos que se 
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prevén y las posibles opciones de utilización de la misma. De igual modo se valorará, 
especialmente, el establecimiento de un sistema de reciclaje del agua empleada o de 
consumos alternativos” y además se deberá prever la adopción de medidas para 
minimizar el consumo de agua utilizada tanto como sea posible, “no resulta asumible 
cómo los Técnicos Valoradores de las Ofertas Técnicas no han tenido en consideración 
el uso o abuso de agua en los tratamientos de limpieza en la ejecución del Servicio 
como ha sido reiteradamente expresado en los pliegos, desoyendo la expresa voluntad 
del Órgano de Contratación cuando, al redactar los pliegos, determinó como crucial el 
ahorro del agua”. Sin embargo, a FCC se le asignan 11.73 puntos de 13 posibles y en el 
caso del plan de eficiencia en el consumo del agua se le otorgan 0.6, mientras que a 
Valoriza, que propone un menor consumo de agua anual que FCC, le puntúan igual que 
a FCC. 
 
Como quinto elemento de su recurso, Valoriza afirma que se vuelve a producir 
arbitrariedad cuando se afirma en el informe de los STM que la nomenclatura o 
codificación de los equipos efectuada por Valoriza resulta errónea. A su juicio, en los 
pliegos “…no se determinaba una codificación obligatoria para los licitadores, 
solamente unas premisas a la hora de nombrar o codificar los equipos”. Sin embargo, y 
siempre según Valoriza en el informe se lee que varios licitadores han cometido el 
mismo error, pero no se penaliza de la misma manera. 
 
El sexto argumento se refiere a la incorporación de fracciones de equipo en el sentido 
de que Valoriza, como otros, incorporó en su oferta equipos de trabajo no a tiempo 
completo, lo cual se ha valorado negativamente penalizando de distinta manera a esta 
empresa frente a otras que lo han hecho igual y se ha disminuido en gran medida la 
puntuación de Valoriza por este motivo y no al resto de licitadores que ofertaron la 
misma solución. 
 
Como séptimo motivo, argumenta Valoriza que hay una falta de motivación palmaria 
en tanto que tres de las cinco licitadoras que se han presentado al concurso han sido 
excluidas siendo todas ellas empresa sólida que normalmente resultan ser las mejores 
valoradas en los concursos de este tipo.  
 
No entiende como a empresas como se puede excluir a la UTE Prezero Azsuma, siendo 
Prezero la actual prestataria del servicio pero se le critica en el informe con 
expresiones tales como “implantaciones arriesgadas”, “propuestas de contenerización 
que se oponen al espíritu del PPT”…, interpretación que “confunde “juicio de valor” 
con un juicio subjetivo, libre y apartado de los criterios de valoración que, 
evidentemente, trasciende a la arbitrariedad subjetiva”  y en defensa de su argumento 
trae a colación la Resolución 599/2024, de 29 de dos mil veinticuatro (sic) del Tribunal 
Administrativo de Recursos Contractuales de la Junta de Andalucía que reflexiona 
sobre la arbitrariedad y la discrecionalidad, así como la 321/2020 en el mismo sentido. 
 
Como fundamentos de derecho, y tras las cuestiones relativas a legitimación activa, 
pasiva y competencia, esgrime en primer lugar, la vulneración del principio de libre 
concurrencia e igualdad, así como la prohibición de la discriminación o trato desigual 
de los licitadores. El principio de igualdad de trato implica que “todos los licitadores 
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deben hallarse en pie de igualdad tanto en el momento de presentar las ofertas como 
al ser valoradas éstas por la entidad adjudicadora (Sentencia TJCE de 25 de abril de 
1996, Comisión/Bélgica)”. Ello conlleva la interpretación favorable a los pliegos y 
conforme con los fines que persiguen, la prosecución del interés público y la búsqueda 
de la oferta más ventajosa, “circunstancias que no se han producido en este caso pues, 
con la “interpretación” realizada se ha provocado la exclusión de la oferta presentada 
por mi mandante, la cual no se encuentra justificada” tomando la decisión más 
restrictiva, perjudicando de “manera injusta, arbitraria y desproporcionada”. 
 
En segundo lugar, apela a la nulidad de la resolución porque “no se ajusta a los 
cánones de legitimidad que deben estipularse para excluir una propuesta la basarse en 
una valoración que incurre en arbitrariedad”, lo que infringe los artículos 9.3 de la 
Constitución. Igualmente, y conforme al 48.1 de la Ley 39/2015, nos encontramos ante 
la anulabilidad de actos que infringen el ordenamiento jurídico. 
 
Todo ello acarrea la nulidad de pleno derecho consagrada en el artículo 47 de la Ley 
39/2015 al prescindir total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido 
o de las normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad 
de los órganos colegiados y los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento 
jurídico por lo que se adquieren facultades o derechos cuando se carezca de los 
requisitos esenciales para su adquisición. Lesiona también el contenido esencial de los 
derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional al violar los derechos 
fundamentales además de los principios de legalidad y de interdicción de la 
arbitrariedad de los poderes públicos. 
 
En tercer lugar, analiza los límites a la discrecionalidad técnica de la Administración. 
Indica que hace referencia tal principio a aquellos supuestos en los que la ley deja un 
cierto margen a la interpretación permitiendo optar entre diversas soluciones que han 
de resolverse por un juicio fundado en elementos de carácter técnico. Lo discrecional 
deja margen a la interpretación, margen que deja optar entre soluciones lícitas 
siempre que no se caiga en arbitrariedad, frente a la decisión desviada, abusiva o 
desacertada. Por tanto, la discrecionalidad estará permitida siempre que no vulnere la 
legalidad, afirmaciones que basa en diversas sentencias del Tribunal Supremo como la 
de 31 de enero de 2019, 6 de marzo de 2007 o 219/2004 del Tribunal Constitucional. 
 
Con carácter general, “… pone de manifiesto la jurisprudencia del Tribunal Supremo, 
que la discrecionalidad técnica reduce las posibilidades de control de la actividad 
evaluadora de los órganos de la administración prácticamente a dos supuestos: el de la 
inobservancia de los elementos reglados –cuando estos existan-, y el del error 
ostensible o manifiesto”. 
 
En cuarto lugar y con relación a la arbitrariedad, más allá de la propia discrecionalidad 
administrativa de su actuación, a lo largo de la misma y especialmente en la valoración 
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de la oferta y en sobre su contenido (sic) de su representada ha incurrido en 
arbitrariedad. 
 
Como quinto fundamento, se ha vulnerado el principio de confianza legítima, fijando 
como apoyo a su argumento la Resolución del TACRC 972/2016, de 25 de noviembre y 
la Sentencia del Tribunal Supremo de 21 de febrero de 2006 y de 15 de diciembre de 
2007. 
 
Como sexto fundamento señala que se ha infringido el deber de la administración de 
servir con objetividad los intereses generales y de respetar el principio de buena fe 
recogidos en los artículos 3 de la Ley 40/2015 de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y 103 de la Constitución. 
 
2.- Resumen de las alegaciones. – 

 
Por su parte, se han presentado alegaciones por parte de la UTE PREZERO AZSUMA, y 
por parte de FCC. 
 
Respecto de las primeras, la UTE aporta un único motivo de alegación en la que afirma 
que “Valoriza pone de manifiesto nuevos motivos de arbitrariedad en la valoración 
técnica de las ofertas, adicionales a los señalados por la UTE en su recurso. el 
procedimiento de licitación del contrato debe anularse. 
 
En síntesis pone especial énfasis en la defensa que Valoriza hace de  la oferta de 
PREZERO-AZSUMA y solicita la nulidad de la adjudicación dado que se ha conocido ya 
el contenido de las ofertas económicas ya que “esta situación, de acuerdo con la 
normativa aplicable y con la reiterada doctrina de los tribunales administrativos de 
contratación pública, conlleva inevitablemente que la única opción jurídicamente viable 
ante la imposibilidad de retrotraer las actuaciones sea la declaración de nulidad del 
procedimiento de licitación del Contrato, tal y como solicita Valoriza en su recurso.” 
 
Respecto de las alegaciones de FCC, argumenta en primer lugar que el recurso está 
planteado de forma defectuosa confuso y mal estructurado, con fundamentos jurídicos 
genéricos y ajenos al caso concreto. Además, afirma que Valoriza no tiene legitimidad 
para impugnar la adjudicación del contrato, sino solo su propia exclusión.  
 
Según FCC, Valoriza busca reabrir la licitación para presentar una mejor oferta, 
apoyándose en argumentos sin sustento legal y en una lectura sesgada del informe de 
valoración técnica de las ofertas ya que “aunque no queda del todo claro si el recurso 
especial también tiene por objeto la decisión de adjudicación del Contrato a FCC MA, la 
impugnación se dirige realmente contra la decisión de exclusión de la oferta, que es lo 
que se cuestiona en el escrito de interposición del recurso. En todo caso, VALORIZA, 
como licitadora que ha sido excluida del procedimiento, no tiene legitimación para 
impugnar la adjudicación del Contrato, sino tan solo la decisión de exclusión de su 
oferta”.  
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En sus alegaciones, FCC analiza uno por uno los puntos que Valoriza cuestiona. En 
cuanto al estudio de población flotante, afirma que la oferta fue valorada 
adecuadamente pese a un comentario aislado sobre la omisión de ese dato. La 
puntuación obtenida (8,1 de 9) está justificada por otros elementos bien desarrollados 
por FCC. El informe técnico, de casi 200 páginas, contiene explicaciones detalladas y 
razonadas de cada aspecto evaluado. 
 
En el tema de la capacidad de contenerización, Valoriza critica el uso de contenedores 
de 2.000 litros. FCC responde que esta reducción es mínima (1,36 % anual) y que la 
planificación del servicio justifica dicha elección. Añade que la valoración tuvo en 
cuenta diversos factores técnicos, como accesibilidad, limpieza y mantenimiento, y no 
exclusivamente la capacidad. Por tanto, la puntuación otorgada fue razonable y 
proporcionada. 
 
Respecto al sistema propuesto por FCC para el casco histórico, que combina cubos 
retornables, contenedores encastrados y soterrados, Valoriza alega que no se ajusta a 
los pliegos. FCC demuestra que su propuesta cumple con los objetivos de minimizar el 
impacto visual y fomentar la recogida selectiva. Recibió una puntuación de 4,5 sobre 6, 
mientras que la de Valoriza fue peor debido a múltiples incumplimientos técnicos, 
como el uso indebido de contenedores de 800 litros y la falta de definición de áreas de 
emergencia. 
 
En el apartado del uso del agua, Valoriza acusa a FCC de despilfarro. Sin embargo, FCC 
muestra que su propuesta incluye medidas de eficiencia, uso de agua freática, sistemas 
de reciclaje y justificación detallada de los consumos. Además, el volumen de agua 
estimado (69.540 m³/año) está por debajo del promedio de todas las ofertas. FCC y 
VALORIZA obtuvieron la misma puntuación (0,60), ya que sus propuestas eran 
comparables en cuanto a medidas de eficiencia y mejora continua. 
 
Sobre la codificación de equipos de trabajo, Valoriza menciona que fue penalizada por 
errores similares a los de otros licitadores mejor valorados. FCC desmiente esta 
afirmación señalando que los errores de Valoriza fueron múltiples, afectando la 
definición de tareas, rendimientos y estructuras operativas. Las deficiencias técnicas y 
contradicciones en su propuesta justifican su baja puntuación sin que exista trato 
desigual. 
 
En cuanto a la incorporación de fracciones de equipos a tiempo parcial, FCC argumenta 
que no se penalizó por este único factor, sino por el conjunto de deficiencias 
detectadas en la propuesta de Valoriza. La alegación de trato desigual no se 
fundamenta en ninguna prueba ni identifica comparativas concretas con otras ofertas. 
La crítica resulta vaga e infundada, y debe ser rechazada. 
 
Valoriza también cuestiona la exclusión de tres licitadores por no superar la 
puntuación mínima técnica, insinuando una intencionalidad subjetiva por parte del 
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órgano de contratación. FCC considera esta acusación infundada, calumniosa y carente 
de pruebas. Señala que pertenecer a empresas del sector no garantiza el cumplimiento 
de los requisitos de cada pliego y que cada oferta debe ser valorada por su mérito 
técnico. No hay prueba alguna de arbitrariedad o desviación de poder en estas 
exclusiones. 
 
FCC insiste en que todas las ofertas fueron valoradas conforme a los criterios fijados en 
los pliegos, por personal técnico cualificado, de forma motivada y transparente. La 
crítica de Valoriza omite las partes del informe técnico que analizan sus propias 
deficiencias, lo que evidencia una intención de manipular el relato. La valoración no 
solo fue legal, sino también razonable y técnicamente justificada. 
 
Sobre el fondo jurídico, FCC recuerda la doctrina consolidada sobre la discrecionalidad 
técnica que asiste a los órganos de contratación. Solo procede revisar estas 
valoraciones cuando hay prueba de arbitrariedad manifiesta, error evidente o falta 
total de motivación. Ninguno de estos supuestos se da en el caso del recurso de 
Valoriza. Este se basa únicamente en la opinión del recurrente sin sustento técnico o 
documental. 
 
FCC cita varias resoluciones del Tribunal Administrativo Central de Recursos 
Contractuales y sentencias que avalan la presunción de acierto y veracidad de los 
informes técnicos, especialmente en criterios evaluables mediante juicio de valor. 
Subraya que esta discrecionalidad técnica no puede ser sustituida por el criterio del 
recurrente, salvo prueba suficiente de error o arbitrariedad, lo cual no existe en este 
caso. En concreto se ciñe a las Resoluciones del TACRC 325/2025, la Sentencia del TSJ 
de Baleares de 10 de enero de 2024 y 18 de diciembre de 2024 o la Resolución del 
Tribunal Administrativo de Contratos de Canarias 59/2024. 
 
La falta de prueba en el recurso especial de Valoriza es total: no propone informes 
periciales, no aporta evidencias técnicas y se limita a interpretaciones interesadas del 
informe de valoración. Por tanto, según FCC, el recurso no solo carece de fundamento, 
sino que vulnera las reglas básicas de carga de la prueba en los procedimientos 
administrativos. 
 
Además, FCC solicita que, en virtud del artículo 58.2 de la Ley de Contratos del Sector 
Público, se imponga una multa a Valoriza por temeridad y mala fe. Argumenta que el 
recurso está formulado con intención de manipular los hechos, sin base jurídica ni 
fáctica, y con el único fin de anular un procedimiento que ha sido legítimo. Esta 
conducta ha causado perjuicios al órgano de contratación y a los demás licitadores, y 
merece una sanción ejemplar. 
 
En su conclusión, FCC solicita la desestimación íntegra del recurso especial interpuesto 
por Valoriza. Destaca que su exclusión fue legal, motivada y razonable, y que los 
argumentos del recurso son genéricos, descontextualizados o directamente falsos. 
También reafirma que su oferta fue correctamente valorada por los técnicos del 
Ayuntamiento de Granada, en plena conformidad con los criterios establecidos en los 
pliegos. 
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Este resumen refleja los argumentos fundamentales de FCC: la legalidad de la 
exclusión de Valoriza, la solidez técnica de su propia oferta y la improcedencia de las 
impugnaciones planteadas. El recurso, en opinión de FCC, representa un intento 
infundado y temerario de reabrir un procedimiento que ya ha sido resuelto conforme a 
Derecho. 
 
3.- Resumen del informe de contratación. – 

 
El informe emitido por la Dirección General de Contratación del Ayuntamiento de 
Granada responde al recurso interpuesto por Valoriza Servicios Medioambientales, 
S.A. tras su exclusión del procedimiento de contratación del servicio de limpieza viaria 
y recogida de residuos. Valoriza alega arbitrariedad, trato desigual, vulneración de 
principios constitucionales y nulidad de la resolución. El recurso fue dirigido al Tribunal 
Administrativo de Contratos Públicos y se centra en cuestionar la valoración de su 
oferta frente a otras como la de FCC. 
 
El análisis técnico realizado desmonta cada alegación. En cuanto al estudio de 
población, Valoriza acusa a FCC de no tener en cuenta la población flotante, lo que 
afectaría el dimensionamiento del servicio. Sin embargo, el informe indica que FCC 
planteó hipótesis razonadas, considerando escenarios futuros con suficiente 
flexibilidad en sus propuestas, por lo que su evaluación fue adecuada y no afectada por 
la omisión de la población flotante. 
 
Respecto a la contenerización, Valoriza señala que la propuesta de FCC no es viable al 
usar contenedores de 2000 litros. El informe responde que, aunque se habría 
optimizado más el espacio con contenedores de 3000 litros, la planificación y el 
sistema de mantenimiento y limpieza de FCC eran coherentes. Por eso, la penalización 
fue leve, y la puntuación otorgada se considera razonable y justificada. 
 
Sobre el sistema de recogida en el casco histórico, se valoraron metodologías 
específicas y coherencia con los objetivos del pliego. FCC presentó una propuesta 
robusta y bien justificada, mientras que Valoriza usó contenedores de 800 litros y no 
definió adecuadamente áreas de emergencia ni medidas innovadoras. Esto explica la 
diferencia en puntuaciones sin que implique arbitrariedad. 
 
VALORIZA también cuestiona la valoración del uso de agua en el servicio, 
argumentando un uso excesivo por parte de FCC. El informe aclara que no se valoraba 
el volumen de agua, sino la eficiencia en su gestión. FCC justificó adecuadamente sus 
consumos e incluyó medidas de reciclaje, por lo que obtuvo la puntuación 
correspondiente. No se identificó trato desigual ni error en este apartado. 
 
En cuanto a la codificación de equipos, la alegación de Valoriza se basa en diferencias 
de nomenclatura. El informe técnico desmiente que se penalizara la denominación y 
aclara que la valoración se centró en la coherencia técnica. La propuesta de Valoriza 
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presentaba contradicciones graves entre tablas y memoria, lo que generaba 
incertidumbre sobre la ejecución, justificando su baja puntuación. 
 
Sobre el uso de fracciones de equipos, Valoriza acusa discrecionalidad en su 
valoración. No obstante, el informe aclara que todas las ofertas con errores fueron 
penalizadas, valorándose la falta de definición técnica y su impacto en el servicio. No 
hay pruebas de trato desigual ni ejemplos concretos aportados por la recurrente. 
 
El informe desmonta también la alegación de vulneración del principio de igualdad. Las 
diferencias de puntuación responden a diferencias reales entre las ofertas. En cada 
caso se motivó detalladamente la nota obtenida, sin que existan elementos objetivos 
que prueben una valoración desigual o discriminatoria. 
 
En relación a la nulidad de la resolución por infracción de derechos fundamentales, el 
informe señala que no se han vulnerado tales derechos. La recurrente no concreta en 
qué aspectos se habrían lesionado derechos protegidos constitucionalmente. La 
resolución se basó en informes técnicos publicados y accesibles, cumpliendo con la 
legalidad y los principios procedimentales exigidos. 
 
También se rechaza la supuesta infracción del principio de legalidad y la alegada 
arbitrariedad. El informe enfatiza que la resolución se basa en un informe técnico 
riguroso, razonado y disponible para todas las partes. No existen errores manifiestos ni 
desviaciones de poder, y la discrecionalidad técnica se ejerció dentro de los límites 
legales y conforme al procedimiento establecido. 
 
Sobre la confianza legítima, el informe explica que no puede invocarse simplemente 
porque el resultado no fue favorable. La actuación municipal se ajustó a lo previsto en 
la legislación y los pliegos del contrato. No se cambiaron criterios ni se vulneraron 
expectativas razonables previamente generadas en los licitadores. 
 
Respecto al deber de objetividad y buena fe, no se identifican en el recurso elementos 
que demuestren una conducta contraria a estos principios. El procedimiento se ajustó 
a derecho, con publicaciones y notificaciones regulares, valoraciones motivadas y 
decisiones tomadas con base en criterios previamente establecidos. 
 
Finalmente, el informe técnico de 17 páginas concluye que la exclusión de Valoriza fue 
legal, objetiva y motivada. La puntuación obtenida no alcanzó el umbral mínimo y esta 
decisión fue adoptada en base a criterios técnicos, conforme al pliego y a la Ley de 
Contratos del Sector Público. Las alegaciones presentadas no acreditan ni trato 
desigual, ni arbitrariedad ni vulneración de derechos fundamentales. 
 
La llamada motivación 'in aliunde', es decir, referida a documentos técnicos del 
expediente, es válida siempre que esté disponible para el licitador, como fue el caso. 
Esta práctica está avalada por el Tribunal Supremo y permite considerar la resolución 
suficientemente motivada en derecho. 
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En suma, el Ayuntamiento de Granada, mediante sus servicios técnicos y jurídicos, 
rechaza todas las alegaciones del recurso interpuesto por Valoriza. Se ratifica la 
legalidad del proceso de valoración y exclusión, y se propone la desestimación íntegra 
del recurso sin que proceda la nulidad del procedimiento de contratación. 
 
El documento refleja una defensa firme de la actuación administrativa basada en 
hechos, análisis técnico y jurisprudencia. Se garantiza que el proceso ha sido 
transparente, competitivo y conforme a los principios de igualdad, legalidad y 
objetividad, salvaguardando el interés público y la legalidad contractual. 
 
4.- Análisis de las alegaciones. – 

 
1.- El análisis de las alegaciones debe comenzar por ubicar correctamente el contenido 
del Recurso, ya que hay que reconocer la dificultad que supone saber con exactitud 
qué es lo que combate la recurrente, ya que a veces ataca el informe de exclusión por 
comparación con el de FCC, a veces ataca la resolución de adjudicación o a veces 
parece defender la postura de otro licitador excluido. Eso dificulta enormemente un 
análisis coherente por parte de este Tribunal, lo que no obsta a que se atiende 
debidamente el razonamiento de la recurrente y se analice el recurso en toda su 
extensión. 
 
De primeras, hay que hacer mención a la manifestación vertida por FCC en sus 
alegaciones referente a la falta de legitimidad de Valoriza para impugnar la 
adjudicación en tanto que excluida del proceso de licitación en la fase anterior, no 
puede hacer valer derecho alguno en la fase de adjudicación. 
 
Adelantamos ya el rechazo de la alegación por cuanto, siguiendo el contenido de las 
resoluciones dictadas por el Órgano Administrativo de Recursos Contractuales de la 
Comunidad Autónoma de Euskadi, 48/2023, según la cual la ausencia de legitimación 
deriva de la no impugnación de la exclusión de la oferta y esta ha ganado firmeza, y en 
este caso, Valoriza ha impugnado su exclusión y la firmeza de la resolución no es tal ya 
que está suspendida, o la Resolución del Tribunal Andaluz 199/2023 y 94/2024, según 
las cuales la legitimación no existe cuando la exclusión ha sido confirmada por el 
Tribunal del Contratos (también en ese sentido la 110/2025 del mismo Tribunal), lo 
cual tampoco es el caso, o la del Tribunal Catalán 368/2023 que la excluye si se ha 
reclamado judicialmente la exclusión y lo que determina la legitimación de una 
licitadora para impugnar la adjudicación es el carácter no definitivo de la exclusión 
(STJUE de 9 de Febrero de 2023 y cuando de prosperar el Recurso Administrativo 
resulte que procede cancelar la adjudicación y tramitar un nuevo procedimiento en el 
que la recurrente pueda participar, según la Resolución del Tribunal Administrativo de 
Aragón 25/2023, forzoso es admitir la legitimación de Valoriza, ya que su  recurso se 
dirige tal y como expresamente señala el petitum, contra la resolución, de veintiséis de 
marzo de dos mil veinticinco, de la Teniente de Alcalde y Delegada de Economía, 
Hacienda y Contratación del Ayuntamiento de Granada, mediante la que se resuelve, 
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entre otras cuestiones, (i) aceptar la propuesta de la mesa de contratación, adoptada 
en su sesión del pasado veintisiete de febrero de dos mil veinticinco que acordaba la 
exclusión de la licitación de referencia de la oferta formulada por mi representada, la 
entidad mercantil VALORIZA SERVICIOS MEDIOAMBIENTALES, S.A., y (ii) la adjudicación 
de la   licitación a la entidad mercantil FCC MEDIO Ambiente,S.A., en el proceso de 
licitación para la contratación del servicio de limpieza pública viaria y recogida y 
transporte de residuos del municipio de granada y, previos los trámites pertinentes… 
sea declarada nula o, subsidiariamente, anulable el acuerdo del órgano de 
contratación mediante el que se excluye la oferta presentada por la entidad VALORIZA 
SERVICIOS MEDIOAMBIENTALES, S.A., iii. consecuentemente con ello, se acuerde 
declarar la nulidad del procedimiento de licitación, iniciándose una nueva licitación, 
por lo que procede declarar la legitimación para la impugnación de ambos acuerdos, 
ya que, de estimar la primera de sus pretensiones, la legitimación para la segunda, 
vendría de su mano. 
 
2.- Resuelto el primero de los asuntos, comenzamos el análisis de las alegaciones de la 
recurrente, consistente en el análisis de la población flotante ya que para Valoriza es 
una cuestión de evidente importancia. Tanta que no se justifica la puntuación asignada 
a FCC ya que no la tiene en cuenta algo evidenciado por los STM. 
 
Sin embargo, del informe de la Dirección General de Contratos, que engloba un 
informe de los STM analizando las alegaciones de la recurrente, y del contenido del 
informe, advertimos que Valoriza coge la parte por el todo y la mejor prueba es repetir 
las conclusiones de la valoración de ambos en este apartado, así como los criterios 
seguidos para el primer informe que es el que combate Valoriza, por cuanto no se 
exigió en ningún momento el análisis de la población flotante. 
 
Así se concreta en la página 9 del informe de 17 de febrero, relativo a FCC que este 
apartado “se articula en su memoria técnica en torno a 5 apartados, 
-  Introducción y objetivos. Se enuncian los objetivos de su planificación de los trabajos 
de limpieza viaria. 
-  Organización y coordinación de los servicios. Describe la organización del contrato, 
no sólo la limpieza viaria. 
-  Aspectos generales 
-  Limpieza básica 
-  Limpieza complementaria 
 
Con respecto a estructura organizativa del servicio, que se organiza jerárquicamente 
desde una dirección general al frente de los servicios y un jefe de servicio, 
representante e interlocutor ante los STM, encargado del cumplimiento de la 
programación y de la coordinación de las 6 áreas propuestas, al frente de cada una de 
ellas figura un responsable (todos ingenieros y titulados superiores especializados), 
garantizando una profesionalización del contrato: 
 
-  Área de Administración y RRHH 
-  Área de Sistemas de Información y Control de los Servicios 
-  Área de Aseguramiento de la Calidad 
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-  Área de la Gestión de la Explotación de los Servicios. Contará con un Jefe de 
Explotación, un Responsable de Producción de Limpieza Viaria, Ingeniero Superior, 
Encargados de Servicio e Inspectores de Servicio. 
-  Área Mantenimiento y Conservación de Maquinaria e Instalaciones 
-  Área de Comunicación” 
 
A este respecto, y para evitar interpretaciones derivadas de frases aisladas, es 
preferible, pese a lo fatigoso que supone su lectura, volcar el contenido global del 
informe sobre FCC e este tema, ya que así se acaban con las dudas que pudieran 
suscitarse con relación a la argumentación que analizamos: 
 
Así el informe dice expresamente sobre este particular y referido a la oferta de FCC, 
que “Describe los objetivos relacionados con la gestión de residuos. Partiendo de los 
datos del año 2023, 21,84% de recogida selectiva, se marca como objetivo para año 
2.025: 55,2% de recuperación de residuos en peso, año 2.030: 60% y año 2.035: 65%. 
“Se fija como objetivo pasar de los 115 kilos por habitante y año actuales hasta una 
recogida selectiva de 303 kilos por habitante y año en 2030.” Evalúa con detalle la 
producción actual y realiza diversas hipótesis para llegar a un pronóstico de la 
generación de residuos, teniendo en cuenta tres premisas: población, marco normativo 
y análisis de la producción potencial, esto es, la cantidad máxima del mismo que es 
posible recuperar.  
 
Analiza la evolución de la generación de residuos durante la ejecución del contrato y 
finalmente la producción de dimensionamiento, estableciendo las producciones 
objetivas totales de cada una de las fracciones. En el análisis de población debería 
haber incluido la población flotante. 
 
Realiza un análisis de las características físicas de la ciudad, definiendo la accesibilidad 
de cada calle como el vehículo de mayor tamaño y con mayor capacidad de carga que 
podría acceder, circular y salir de esa calle, considerando las características 
estructurales de la vía. Los sistemas de recogida, la contenerización, los parámetros 
asociados a la maquinaria, puntos fijos (parques y puntos de descarga), donde dice: 
“En el caso de la fracción papel y cartón se dispondrá en dicho parque central de 
maquinaria de Albolote una zona destinada a la selección y embalaje de papel y 
cartón”, tiempos efectivos de trabajo y los parámetros asociados a la contenerización. 
 
Para el dimensionamiento de las recogidas de todas las fracciones realiza el licitador 
una serie de hipótesis y evaluaciones a su riesgo y ventura. Parecen unas hipótesis 
razonables y razonadas. 
 
Define en el apartado 1.4 la recogida domiciliaria en el sistema de carga lateral en 
superficie y soterrados ubicados en los distintos barrios de la ciudad, explicitando el de 
otras zonas en otro apartado. 
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Fracción orgánica: “En nuestro caso optamos por el modelo segregado, utilizando los 
contenedores actuales de carga lateral de la vía pública para el ciudadano, y un 
sistema de recogida puerta a puerta para las actividades comerciales” 
 
Hace el licitador un estudio detallado de dimensionamiento de equipos, rutas y 
frecuencias, estableciendo una frecuencia de vaciado de los contenedores de 3 veces a 
la semana en la mayor parte de los contenedores y 65 contenedores se recogerán 2 v/s, 
no obstante, las rutas de los equipos de recogida de la fracción orgánica no serán 
estáticas, sino que se basarán en herramientas inteligentes que determinarán en qué 
momento es necesario realizar el vaciado de un contenedor. 
 
Fracción resto, “una vez implantadas y consolidadas las recogidas separadas de las 
fracciones Valorizables, la recogida de la fracción resto debería ser residual y limitada a 
una frecuencia semanal baja.” Se establece una frecuencia de vaciado inicial de los 
contenedores de 6 veces a la semana. 
 
Para los envases ligeros y el papel cartón se establecen rutas y frecuencias dinámicas 
en función de los datos de los sensores de llenado. 
 
Con respecto a la recogida comercial se propone un sistema de recogida puerta a 
puerta, para las fracciones orgánica y envases (plástico film) delimitado por la zona de 
recogida puerta a puerta domiciliaria. En el resto del municipio, los comercios hacen 
uso de los contenedores ubicados en la vía pública. La fracción papel cartón, no sólo 
está limitado al ámbito de recogida puerta a puerta domiciliaria, sino que se han 
identificado tres ámbitos más, las instalaciones municipales, colegios, centro y albaicín 
y zonas de mayor actividad comercial en zona norte y sur. Se incluyen en el sistema 
puerta a puerta los dos mercados municipales. 
 
Aunque en un primer momento se propone la recogida de orgánica como servicio 
puerta a puerta para todo el ámbito de contenedores de carga lateral posteriormente 
se restringe a la zona de recogida puerta a puerta domiciliaria. Aspecto es factible y 
con el que técnicamente se está de acuerdo. 
 
Incluye un nuevo servicio, recogida despilfarro alimentario. Propone unas mejoras en el 
parque central para su gestión y diferentes actuaciones para darles salida, habilitando 
en las instalaciones de Juncaril, cámaras frigoríficas y almacenes para alimentos 
elaborados y frescos. Este servicio de recogida dispondrá de un vehículo isotermo. 
 
Propone este licitador un servicio de recogida especial puerta a puerta comercial en 
pescaderías. 
 
Diseña el servicio de transporte de residuos comerciales y apoyo al Ecoparque. 
 
Para la recogida de voluminosos, se propone crear en el parque de Juncaril un servicio 
de recuperación, reparación y reutilización de objetos y enseres que pretende dar una 
segunda vida a los bienes que los usuarios deseen desechar. En este espacio se 
realizarán labores de clasificación, reparación, puesta a punto, almacenamiento y 
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distribución de los enseres recolectados, que estarán a disposición de los ciudadano/as 
para darles una segunda vida en colaboración con una ONG. Como último recurso, los 
residuos no aprovechables se enviarán directamente al rodillo triturador del Parque 
Central, donde se procederá a su aplastamiento previo a su eliminación definitiva. Se 
propone la prestación domiciliaria para aquellas personas que tengan dificultades para 
acceder al servicio, esto es, personas de edad avanzada o con discapacidad acreditada. 
Con respecto a las pilas, aceites y ropa, este licitador propone su subcontratación. El 
servicio de prerecogida se describe tal y como se recoge en los pliegos técnicos. De 
igual forma, se incluyen el resto de las recogidas y servicios relacionados con el 
transporte y recogida de residuos. 
 
La descripción de procedimientos, metodología y tareas a realizar que realiza este 
licitador es muy rigurosa y detallada. Recoge todos los aspectos contemplados en los 
pliegos técnicos. Destacar el planteamiento de objetivos de recogida selectiva en la 
ciudad. 
 
Aunque no hace una relación de los sistemas de coordinación de los distintos agentes 
internos y externos que intervienen o pueden intervenir a lo largo de la ejecución del 
contrato, describe su sistema de control CSS – Centro de control y seguimiento del 
servicio como elemento” …que permita gestionar todos los agentes implicados en los 
servicios…”. 
 
Del contenido de la memoria y sus justificaciones se desprende un alto grado de 
conocimiento de los trabajos a realizar. 
 
Ha descrito perfectamente el licitador las circunstancias específicas, técnicas y 
económicas, así como los objetivos que influyen en el diseño, en la marcha y ejecución 
del servicio. 
 
Se han explicitado de una forma rigurosa y coherente los equipos de trabajo, 
valorándose la concordancia del diseño de los mismos a las características de la ciudad, 
y su idoneidad a las tareas exigidas en el Pliego de Prescripciones Técnicas. 
 
La imagen propuesta de los servicios acompaña a la memoria. 
 
Se han contemplado los rendimientos previstos, tiempos de traslado, horarios, 
frecuencias, jornadas y cuantas especificaciones ha considerado el licitador para la 
mejor gestión del servicio. 
 
Como medidas incluidas en la oferta encaminadas a la mejora continua de los 
diferentes aspectos del servicio con propuestas de innovación, este licitador incluye: 
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 En el caso de la fracción papel y cartón dispondrá en el parque de Juncaril de una 
zona destinada a la selección y embalaje de papel y cartón que permitirá su 
clasificación previa. 

 Implantación del servicio de recogida selectiva puerta a puerta de plástico film. 

 Implantación del servicio de Recogida Despilfarro Alimentario 

 Implantación de un servicio de recogida especial puerta a puerta comercial en 
pescaderías para recoger restos de pescado para harinas y cajas de poliestireno 
expandido. 

 El servicio de recogida de residuos voluminosos contará con servicio de 
recuperación, reparación y reutilización de objetos y enseres que pretende dar 
una segunda vida en colaboración con una ONG. Como último recurso, los 
residuos no aprovechables se enviarán directamente a un rodillo triturador 

 El servicio de recogida de residuos voluminosos, mediante solicitud previa, los 
recogerá en el domicilio de aquellas personas que tengan dificultades para 
acceder al servicio convencional, esto es, personas de edad avanzada o con 
discapacidad acreditada. 

 Los ecoparques móviles asistidos que se emplearán en la ciudad de Granada 
contarán con un operario.” 

 
Como puede observarse, estamos ante una interpretación de Valoriza extrema y 
forzada ya que, a efectos de comparación, respecto de su oferta, el informe dice 
expresamente lo siguiente: 
 
“En consecuencia, la metodología propuesta por el licitador, equipos de recogida de la 
fracción resto y orgánica sólo a derechas, siendo necesaria para la recogida de los 
ecopuntos ubicados a izquierdas la existencia de un vehículo satélite que mueva el 
equipo a derecha, introduce rigidez al servicio y generará problemáticas de movilidad. 
Continuando con el dimensionamiento, las tablas obligatorias no se ajustan al criterio 
definido en el apartado 26 del pliego de condiciones administrativas, entre otra 
información no se han comprendido los conceptos de “rendimiento global contractual 
de cada uno de los equipos (contenedores o unidades por jornada)” o “El número de 
equipos iguales”. El primero de ellos, rendimiento global no se define por el licitador, 
siempre un aspecto esencial exigido por el apartado 26, que había de manifestarse 
para permitir la evaluación y control de ejecución del contrato. 
 
Así, el apartado 26 dispone: 
 
“Esta tabla se incluye a modo de ejemplo; la aportada por los licitadores deberá 
identificar claramente como mínimo: 
-  descripción del servicio al que se adscribe 
-  denominación: nombre genérico que agrupa a equipos similares 
-  Código: código del equipo conforme al PCT, o similar, 
-  Descripción del equipo 
-  Componentes del equipo, tanto en medios materiales como humanos 
-  El número de equipos iguales 
-  El rendimiento global contractual de cada uno de los equipos (contenedores 
o unidades por jornada)” 
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Los rendimientos se han definido por horas, cuando se solicitan por jornada, y por 
rutas, no por equipo. Lo pretendido, y era claro este aspecto al exigirse en la tabla de 
definición de equipos, es conocer el rendimiento global de los equipos. Definido así, por 
rutas y horas, no se visualiza la exigencia mínima de contenedores o metros cuadrados 
para cada uno de los equipos involucrados en la realización del servicio. La información 
ofrecida no permite conocer dicho rendimiento que es el aspecto que debía valorarse 
por quienes suscribe sino a través de deducciones que conjuguen 
rutas/equipos/rendimiento definido tal y como ha hecho el licitador. 
 
No se entiende cómo hay dos definiciones del equipo RD1 o cómo el RD2 tiene una 
definición distinta en la memoria, camión CRC CL 13 m3 que, en la tabla, CRC CL 17 M3. 
Es decir, la información no es coherente. También se contradicen las dos tablas de la 
memoria en el apartado de dimensionamiento de los equipos de fracción resto carga 
lateral, ámbito temporal y composición de los equipos: en una aparecen los equipos 
RD1 y RD3 y en otra, RD1 y RD2. En la tabla obligatoria aparece RD1 y RD3. Las 
contradicciones son tan palpables que hasta el momento de la ejecución del contrato 
no se conocerá qué equipos son los realmente existentes. Es una deficiencia de diseño 
grave pues el valorador desconoce la composición de los equipos que realizarán este 
trabajo.  
 
Con respecto a la fracción orgánica, este licitador propone la reducción en “la 
generación de residuos alimentarios, principalmente de los grandes generadores, así 
como recuperará los alimentos frescos que, aunque aptos para el consumo humano, 
quedarían fuera del circuito comercial y terminarían como residuos. Valoriza 
establecerá acuerdos y convenios con todos los agentes implicados: Ayuntamiento, 
generadores y donadores de alimentos, ONG, parroquias, asociaciones, etc.” 
 
Como metodología para los contenedores ubicados a la izquierda según el sentido de 
marcha del vehículo, vuelve a proponer su traslado a ubicaciones situadas a la derecha. 
Insistimos en lo señalado ut supra. La fracción envases ligeros: con el objetivo de 
fomentar la segregación en origen de la fracción de envases y de concienciar las nuevas 
generaciones se propone la instalación de 20 sistemas CANDAM/Recysmart. 
Establecerá una ruta de carga lateral a izquierdas para la recogida de contenedores de 
envases y de papel-cartón. Tampoco aporta los rendimientos de los equipos en la tabla, 
en el mismo sentido que el ya expresado. Dese por reproducido idéntico comentario. 
 
No entiende el valorador cómo se ha previsto prestar el servicio de recogida de 
contenedores de carga lateral ubicados a la izquierda del camión en su recorrido con 
dos equipos conceptualmente distintos, según la fracción a recoger, orgánica y fracción 
resto con desplazamiento de contenedores y envases ligeros y papel cartón con camión 
de recogida a izquierdas. 
 
Con respecto a la recogida comercial este licitador diseña unas rutas de acuerdo con los 
establecimientos que actualmente son recogidos mediante este sistema, más escuelas 
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y demás centros educativos de todo el ámbito territorial. Además, para el resto de 
establecimientos comerciales se recogerá en las inmediaciones de dichos 
establecimientos. Esta recogida comercial abarca zonas tanto de la periferia como del 
centro de la ciudad, por lo que en términos de distribución espacial se procedería a 
prestar un servicio de recogida mixto. Con estas afirmaciones, el valorador no llega a 
comprender el ámbito territorial de este servicio. Sólo se aplica a la fracción papel 
cartón. Tampoco explicita el contenido del “servicio de recogida mixto”. El equipo es 
RD2, pero mal definido. Según el apartado 26 de los pliegos administrativos cualquier 
cambio requiere la definición de un nuevo equipo. El licitador configura el equipo RD2 
con vehículos recolectores de carga trasera de 9m3, 16 m3 y 23 m3. La definición 
debiera haber contemplados tres equipos diferenciados; la unicidad de definición 
dificulta o complica en gran medida el posterior control del contrato. 
 
Con respecto a la pre post recogida, vuelve a no estar clara la definición de los equipos, 
según la primera tabla de la memoria, se prestará el servicio con vehículo recolector de 
carga trasera de 16 m3, vehículo con caja compactadora, sólo en el ámbito de 
contenedores de carga lateral. En la siguiente tabla, al igual que en la adicional, añade 
también vehículos de iguales características, pero de 9 m3, al parecer porque ya incluye 
todo el ámbito, zonas de carga lateral y los servicios en la zona histórica de la ciudad.  
 
A juicio del valorador, esta composición con vehículos de carga trasera no se ajusta a lo 
requerido en los pliegos técnicos para este servicio.  
 
El PPT dispone: “Este servicio deberá sustituir la recogida de cualquier tipo de soleras, 
contenerizando en su fracción los residuos depositados de forma incívica en el entorno 
de los contenedores, excepto aquellos que por su tamaño o característica no puedan 
ser contenerizados y deban ser atendidos por el servicio de residuos voluminosos, 
notificando esta situación.”. 
 
Los pliegos técnicos en ningún caso contemplan la posibilidad de carga trasera; sólo la 
opción de que los residuos en torno a los contenedores se depositen en ellos y no se 
recojan en forma de soleras. Así lo describía al inicio el licitador en el texto de su 
memoria pareciendo haber seguido el criterio del PPT, pero a la hora de diseñar los 
equipos, plantea camiones recolectores de carga trasera. En definitiva, existe una 
contradicción o incongruencia de la oferta que no permite verificar la inexistencia de un 
servicio específico de recogida de soleras. 
 
Para el servicio de retirada de voluminosos, vuelve a definir de forma incorrecta los 
equipos: define el mismo equipo RV1 para distintas jornadas anuales. Incluye equipos 
carga trasera de 23, 16 y 12 m3 y Piaggo Porter. De igual modo, existe una 
contradicción expresa entre la literatura que expresa la metodología de recogida de 
voluminosos con las tablas que concretan los equipos, que son configurados de carga 
trasera. De este modo la caja abierta sólo parece configurada para la zona centro, 
Albaicín y entornos BIC, disponiendo la oferta: 
 
“De manera particular para esta zona se podrán emplean los vehículos de menor 
tamaño comolas cajas abiertas de 8 metros cúbicos o los recolectores de 5 y 2.5 m3”. 
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Y por ello en la concreción de las tablas: 
“2.2.6.2. Composición de los equipos 
 
La composición de los equipos destinados al servicio en Centro y Albaicín es de 1 
conductor + 1peón para los muebles y enseres no voluminosos con vehículo recolector 
de carga trasera de 12 m3 y de 1 peón especialista para los vehículos de menor tamaño 
de apoyo a estas recogidas”. 
 
La definición de los equipos vuelve a contradecir la literatura de la oferta, no 
permitiendo verificar que el servicio de voluminosos cumple lo exigido en el PPT: “Este 
servicio se prestará con vehículos de caja abierta, salvo casos concretos y tras 
aprobación por los STM, no se permitirá el uso de camiones compactadores ni la 
mezcla con otro tipo de residuo.” 
 
Con respecto a la recogida de grandes productores prevé el licitador el servicio a las 
cajas compactadoras soterradas propiedad municipal. 
 
Finaliza el licitador su memoria describiendo el resto de las recogidas solicitadas. Con 
respecto a la descripción de procedimientos, metodología y tareas a realizar, el 
licitador, en su memoria recoge los procedimientos a emplear para llevar a cabo las 
labores que se requieren. Las contradicciones existentes no permiten verificar que la 
recogida de voluminosos, los servicios pre post recogida cumplen lo establecido en el 
PPT; la recogida a izquierdas planteada en la carga lateral genera problemas de 
movilidad. La recogida comercial también es muy pobre en su definición, no quedando 
claro si se reduce a su ámbito actual. 
 
En términos generales y conclusivos puede afirmarse que estamos ante una memoria 
general, que no concreta muchos de los aspectos requeridos, exponiendo ideas que 
finalmente no son concretadas en un desarrollo. 
 
No se describe la coordinación de los distintos agentes internos y externos que 
intervienen o pueden intervenir a lo largo de la ejecución del contrato. Este aspecto es 
totalmente ignorado en la memoria. 
 
El licitador ha demostrado conocimiento de los trabajos a realizar, si bien no tanto su 
coordinación con los requerimientos de los pliegos técnicos, siendo un conocimiento 
teórico que es volcado en algunos de los aspectos que debían ser desarrollados, pero 
cuando lo han sido con contradicciones que no permiten verificar lo exigido en el PPT. 
 
La idoneidad a las tareas exigidas en el PPT resulta, en consecuencia, paupérrima. 
 
La descripción de circunstancias específicas, técnicas y económicas que puedan suponer 
incidencias significativas en la marcha y ejecución del servicio, no se ha explicitado 
expresamente. Es éste otro aspecto no desarrollado en la memoria. 
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Con respecto a la definición de los equipos de trabajo, y su concordancia con las 
características de la ciudad, este licitador los ha descrito, pero no con todos los 
aspectos requeridos en el apartado 26, obligando a los valoradores a deducir aspectos 
que debían quedar claramente definidos. 
 
No se hace una propuesta de imagen para los servicios. 
 
No se incluyen los rendimientos globales solicitados. Si se hace un análisis de tiempos 
de traslado, horarios, frecuencias, jornadas y cuantas especificaciones se consideren 
convenientes para la mejor gestión del servicio. 
 
No se incluyen tampoco medidas en la oferta encaminadas a la mejora continua de los 
diferentes aspectos del servicio con propuestas de innovación concretas. Otro aspecto, 
pues, no desarrollado”. 
 
Como se puede comprobar a poco que se proceda a la lectura, destaca la solidez del 
informe de los STM, la motivación y los principios de mejor interpretación conforme al 
pliego, que, por otra parte, se hallan escritos en los folios 7 y 8 del informe de 
valoración, cuando afirman los STM que “La doctrina de los órganos de resolución de 
recursos especiales en materia de contratación (Central, 821/2015, 985/2015, 76/2017 
o 105/2019, Andalucía 172/2018, Navarra 33/2018) viene postulando que si bien es 
innegable que la falta de cumplimiento de alguna de las condiciones técnicas 
establecidas en los documentos rectores de la licitación debe aparejar la exclusión del 
licitador, porque ello supondría la imposibilidad de ejecutar el contrato en los términos 
y con las condiciones previamente fijadas por la Administración y aceptados por el 
licitador al presentar su oferta, debiendo la descripción técnica de las ofertas 
presentadas adecuarse a lo establecido en el pliego de prescripciones técnicas y a las 
especificaciones establecidas por el órgano de contratación, no lo es menos que «debe 
tenerse en cuenta que las exigencias de dichos pliegos de prescripciones técnicas deben 
ser interpretadas y aplicadas de manera que no supongan obstáculos indebidos a los 
principios generales que guían la contratación administrativa (libertad de acceso a las 
licitaciones, publicidad y transparencia de los procedimientos, no discriminación e 
igualdad de trato entre los candidatos y eficiente utilización de los fondos públicos en 
conexión con el principio de estabilidad presupuestaria), recogidos en el art 1 del 
TRLCSP.  
 
En este mismo sentido, se pronuncia el art 139 TRLCSP cuando exige que: “Los órganos 
de contratación darán a los licitadores y candidatos un tratamiento igualitario y no 
discriminatorio y ajustarán su actuación al principio de transparencia”. En consonancia 
con ello, debe interpretarse el art. 84 del reglamento actualmente aplicable, que 
realiza una regulación muy precisa de los casos en los cuales los defectos en la 
proposición por defectos formales o por no ajustarse a las exigencias mínimas de los 
pliegos pueden dar lugar a la adopción de la decisión administrativa de excluir una 
proposición de la licitación”»(Resolución nº 613/2014 del TCRC), por lo que «no 
cualquier incumplimiento ha de suponer automáticamente la exclusión, sino que debe 
subsumirse en alguna de las causas recogidas en la normativa, interpretarse con 
arreglo a los principios de igualdad y concurrencia, y siempre ha de suponer la 
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imposibilidad de la adecuada ejecución del objeto del contrato» (Resolución nº 
815/2014, de 31 de octubre). 
 
-  No puede exigirse por los órganos de contratación que las proposiciones recojan 
expresa y exhaustivamente todas y cada una de las prescripciones técnicas previstas en 
el pliego, las cuales están aceptando y les vinculan con la presentación de su oferta, 
sino exclusivamente aquellas descripciones técnicas que sean necesarias para que la 
mesa o el órgano asesor del órgano de contratación, puedan valorar la adecuación de 
las ofertas al cumplimiento del objeto del contrato, defendiéndose que en caso de 
omisiones, debe presumirse que la propuesta del licitador en el aspecto omitido se 
ajusta al pliego de prescripciones técnicas, y si los términos y expresiones empleados 
son ambiguos o confusos, pero no obstante admiten una interpretación favorable al 
cumplimiento de las prescripciones técnicas, ésta es la que debe imperar. Sólo cuando 
el incumplimiento sea expreso, de modo que no quepa duda alguna de que la oferta es 
incongruente o se opone abiertamente a las prescripciones técnicas contenidas en el 
pliego, procede la exclusión, debiendo el incumplimiento ser claro, es decir, referirse a 
elementos objetivos, perfectamente definidos en el pliego de prescripciones técnicas, y 
deducirse con facilidad de la oferta, sin ningún género de dudas, la imposibilidad de 
cumplir con los compromisos exigidos en los pliegos (TCRC Resolución 105/2019, 
Andalucía 172/2018).” 
 
También hay que señalar que los pliegos han descrito expresamente qué será o no 
objeto de valoración, de forma que han quedado expresados de forma correcta 
aquellas cuestiones sobre los que los licitadores han podido desarrollar su oferta, y eso 
es lo que ha sido objeto de valoración completa y suficientemente motivada.  
 
Por ello, el motivo debe ser desestimado. - 
 
3.- Valoriza igualmente argumenta la capacidad de la contenerización propuesta, ya 
que a su juicio, que los STM hayan afirmado que “no parece muy adecuado utilizar 
contenedores de sólo 2.000 litros para la fracción resto, dado que no se optimiza el 
espacio ocupado en la vía pública y además tienen menor capacidad”, justifica una 
nulidad de la valoración puesto que en la temporada alta, esa contenerización no 
permitiría la recogida en la temporada alta o bien producirían desbordamientos, luego 
con esas condiciones no se puede puntuar a FCC con la puntuación más alta. 
 
Nuevamente Valoriza acude a sinécdoque para justificar un argumento, extrayendo 
solo una parte del informe para hacer de él el propio informe.  
 
Efectivamente, si acudimos a la valoración del informe de 17 de febrero de 2025, el 
resumen de la contenerización de FCC es el siguiente (pág 59 del informe): 
 
“Se han descrito sus principales características, especialmente su accesibilidad, 
facilidad de utilización y el menor impacto visual de los mismos y son conformes a los 
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pliegos técnicos, así como el dimensionamiento previsto y el plan de renovación, con 
las salvedades ya comentadas. 
 
El sistema de limpieza y mantenimiento previsto para los contenedores, su 
planificación, su organización, frecuencias y metodología de lavado es igualmente 
correcto. 
 
Con respecto a las medidas incluidas en la oferta encaminadas a la mejora continua de 
los diferentes aspectos del servicio con propuestas de innovación, este licitador se 
compromete a la instalación como proyecto piloto de contenedores con cerradura y 
equipo de identificación de usuario que describe en el apartado de control.” 
 
Por su parte, la oferta de Valoriza obtiene la siguiente valoración en el resumen: 
 
“Describe sus características, especialmente su accesibilidad, facilidad de utilización y 
el menor impacto visual de los mismos. Son conformes a las especificaciones del pliego 
técnico. 
 
El sistema de limpieza previsto para los contenedores, teniendo en cuenta la 
planificación prevista para dicho servicio, su organización, frecuencias y metodología 
de lavado. No hace referencia a las frecuencias de lavado requeridas en los pliegos 
técnicos, entendiéndose que se harán, por tanto y ante la omisión, conforme a los 
mínimos requeridos en el PPT. 
 
El sistema de mantenimiento previsto para los mismos con especial atención a su 
limpieza, establece las pautas del mantenimiento de los contenedores de superficie, sin 
especificar los parámetros de mantenimiento de los equipos soterrados. 
 
No se incluyen medidas en la oferta encaminadas a la mejora continua de los 
diferentes aspectos del servicio con propuestas de innovación concretas.” 
 
En este aspecto, la diferencia de puntos es de sólo 0,23 centésimas. No parece por lo 
tanto que la presencia de los contenedores de 2.000 litros sea tan determinante como 
para justificar una puntuación menor, dado el principio de discrecionalidad técnica que 
impera en las valoraciones de los STM respecto de los juicios de valor (Resoluciones 
del TACRC 1187/2022, 237/2017, 423/2017, del Tribunal Andaluz 458/20222 y 
468/20225 o Sentencia del Tribunal Supremo de 15 de septiembre de 2009, entre 
otras muchas). 
 
Por lo tanto, el motivo debe ser desestimado. 
 
4.- En cuarto lugar, Valoriza argumenta errores en cuanto a los contenedores 
soterrados en el Centro Histórico ya que la página 55 del informe se afirma, con 
relación a la oferta de FCC que “A juicio del evaluador, y sin pretender corregir la 
propuesta de este licitador, es mejorable el uso previsto para los soterrados, un activo 
importante del servicio municipal. El Ayuntamiento ha realizado un esfuerzo 
importante (económico y en otros recursos) en ellos. “ 
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Hay que acabar dando la razón a FCC cuado afirma en su recurso que “elige una frase 
aislada del informe de valoración de las ofertas (que es un informe de nada menos que 
196 páginas, en el que se efectúa una valoración pormenorizada de las ofertas en 
relación con los distintos criterios evaluables mediante juicios de valor: la valoración de 
las ofertas está perfectamente motivada), la saca de su contexto, y sobre ello construye 
el supuesto defecto en la valoración de las proposiciones, sin tener en cuenta el 
verdadero contenido del informe, ni los aspectos que son objeto de valoración según 
los pliegos del Contrato, ni el contenido de las ofertas que ha sido objeto de 
valoración.” 
 
La simple lectura del informe en esta cuestión desvirtúa por completo la 
argumentación de Valoriza ya que esta cuestión puede servir para disminuir la 
puntuación en el porcentaje que consideren los STM, pero no para anular por 
completo una propuesta ya que, según el informe del “el uso que se proponía por los 
licitadores de los contenedores soterrados se ha tenido en cuenta, como no podía ser 
de otra forma, pero no ha contado con un papel decisivo en la valoración de este 
apartado, donde no era el único aspecto a valorar conforme al literal del criterio”, 
criterio que se recoge en el apartado 1.2, b) del PPT (Página 2 del documento”): 
 
«El licitador deberá diseñar una metodología específica de recogida de residuos en el 
casco histórico y en los entornos de los Bienes de Interés Cultural; a tales efectos los 
licitadores habrán de tener en cuenta lo señalado en el Anexo II, epígrafe 1º d) del PPT, 
facilitándose los entornos BIC en el Anexo V-C. Se valorará la viabilidad del sistema 
propuesto y de su metodología, los puntos estratégicos detectados, la definición de 
áreas de emergencia, soluciones específicas para la recogida selectiva de residuos, etc. 
teniendo en cuenta que la finalidad definida en este orden en el PPT es la minimización 
de la instalación de contenedores y, en su defecto, conseguir el menor impacto 
ambiental” 
 
Por lo tanto, es evidente que la valoración efectuada a los licitadores ha partido de la 
máxima puntuación a aquella que cumpliera con rigor toda la planificación prevista 
para el Caso Histórico y así fuese considerada por los STM que, en cada caso han 
optado por la penalización en el tope de puntuación conforme las reglas de la sana 
valoración y la discrecionalidad técnica que ampara su actuación, sin que se pueda 
observar error en la puntuación alguna, que ha sido debidamente motivada. 
 
Dado el margen de libertad otorgado a los licitadores por parte del PPT y dada la 
motivación del informe, una sola expresión no puede, por sí misma desvirtuar la 
presunción de acierto en que se basa el principio de discrecionalidad técnica y, a lo 
sumo, puede producir disminuciones en la puntuación de FCC.  
 
Nótese, además que la disminución de la puntuación que eventualmente pudiera 
acaecerle a FCC no comporta un aumento equivalente en la puntuación de Valoriza ya 
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que lo que se hace no es repartir unos puntos sino atribuírselos en función de su 
oferta. No estamos ante la obligación de atribuir la puntuación total entre todos los 
licitadores. La valoración de las ofertas no son vasos comunicantes que se llena o 
vacían en la misma proporción en que lo hace otro, sino que se trata de ajustar unas 
valoraciones a las ofertas propuestas por las empresas, de modo que la reducción de 
uno no comporta el aumento de la otra. 
 
Po tales razones, el argumento debe ser desestimado. 
 
5.- El quinto argumento referido por Valoriza hacer referencia al uso del agua en los 
servicios ofertados por FCC.  
 
Según Valoriza, en el PPT se han tenido en cuenta de modo importante, la eficiencia 
del consumo de agua, la ausencia de despilfarro, así como minimizar el consumo, pero, 
sin embargo, su oferta, comparada con la de Prezero y Azsuma, es puntuada de forma 
superior, al margen de que la oferta de Valoriza proponía menos caudal de agua. 
 
Ya dijimos que el planteamiento del recurso era especialmente complejo. Valoriza 
opone como argumento frente a la puntuación de FCC la de otra empresa a la que no 
representa, y solo aporta su volumen teórico de agua a consumir. 
 
Evidentemente no es posible la admisión de la referencia a otra empresa a la que no 
representa para corroborar su opinión si la enmarcamos en el ámbito estricto del 
argumento y la despejamos de la verdadera intención de la alegación que no es otra 
que la de evidenciar una arbitrariedad en la emisión del informe que la aleje de la 
simple discrecionalidad. 
 
Más allá de que luego nos refiramos al eje sobre el que gravita el recurso, que no es 
otro que la arbitrariedad en el informe, sí que podemos señalar que en el PPT lo que se 
valoraba en este apartado era “Plan de eficiencia en el consumo de agua. Deberá 
explicitarse un plan de eficiencia en la gestión del agua que tenga como máxima 
implementar un uso eficiente y racional del agua, justificando los consumos que se 
prevén y las posibles opciones de utilización de la misma. De igual modo se valorará, 
especialmente, el establecimiento de un sistema de reciclaje del agua empleada o de 
consumos alternativos y el informe de la Dirección General de Contratación afirma 
respecto de esta cuestión que “En primer lugar, ha de señalarse que del literal del 
criterio de adjudicación 1.1 a) el consumo de agua (como volumen) no aparece como 
aspecto a considerar; tampoco en el caso del criterio de adjudicación 1.1 e), en el cual 
sólo se valora eficiencia en la gestión del agua que tenga como máxima implementar 
un uso eficiente y racional del agua, justificando los consumos previstos y las opciones 
de utilización (valorando especialmente el establecimiento de un sistema de reciclaje 
de agua)… La eficiencia del consumo no es igual al consumo neto (o en sí) del agua, 
pues un consumo expresado en términos volumétricos no expresa si el mismo se ha 
producido de una manera eficiente. No puede por tanto darse por correcta la 
afirmación que realiza la recurrente de que un consumo mayor constituye más 
despilfarro que otro menor. En el informe técnico se motiva cuándo se ha considerado 
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eficiente el consumo propuesto, explicitando las razones que han sustentado la 
puntuación otorgada, tanto en el caso de VALORIZA como en el de FCC.”  
 
Por lo tanto, si el número de metros cúbicos de agua no era una cuestión a analizar, de 
poco puede servir para justificar una pretendida nulidad de la licitación os 
simplemente como argumento a valorar en una supuesta arbitrariedad puesto que es 
un parámetro no evaluable y, por tanto, el argumento debe ser igualmente 
desestimado. 
 
6.- El sexto se refiere a la codificación de los equipos de trabajo, que Valoriza entiende 
que no era una codificación obligatoria, luego si hubiese existido error, no tendría que 
ser usado para reducir la puntuación. 
 
La Dirección General de contratación señala en su informe que “la licitadora focaliza la 
alegación en la nomenclatura o codificación de los equipos, sin detallar exactamente a 
qué se está refiriendo. Los equipos de trabajo formaban parte del diseño del servicio de 
recogida de residuos – criterio 1.2 a)- y del servicio de limpieza viaria –criterio 1.1 a)- 
ya que sustenta la metodología, diseño y justificación técnica de los mismos. 
 
En ningún caso la mera denominación (nomenclatura otorgada a los equipos por los 
licitadores) fue objeto de cuestionamiento por el valorador, sino la concordancia del 
diseño de los mismos a las características de la ciudad, su idoneidad a las tareas 
exigidas en el PPT, imagen propuesta, rendimientos, tiempos de traslados, horarios, 
frecuencias, etc. El criterio definidor de equipos contemplado en el Pliego de Cláusulas 
Administrativas Particulares (apartado 26 del Anexo I) era el siguiente: 
 
«Cada vez que cambie cualquiera de los parámetros que identifica un equipo, habrá 
que identificar uno nuevo. Por ejemplo, si se proponen dos equipos de recogida trasera 
de igual capacidad, idénticos, pero a uno se le asigna un rendimiento distinto a otro, 
serán equipos distintos». Pues bien, lo valorado fue exactamente lo anterior, no la 
mera nomenclatura que en ningún caso fue cuestionada. Y, en cualquier caso, de la 
lectura de esta alegación (V) del recurso no se puede concretar qué es lo recurrido, 
dado que en la siguiente alegación (VI) sí se recurre un concreto aspecto de su 
configuración de equipos.” 
 
Y añade posteriormente que: “con respecto a este licitador, se decía en la valoración 
del criterio 1.2 a) (recogida de residuos): 
 
«No se entiende cómo hay dos definiciones del equipo RD1 o cómo el RD2 tiene una 
definición distinta en la memoria, camión CRC CL 13 m3 que, en la tabla, CRC CL 17 M3. 
Es decir, la información no es coherente. También se contradicen las dos tablas de la 
memoria en el apartado de dimensionamiento de los equipos de fracción resto carga 
lateral, ámbito temporal y composición de los equipos: en una aparecen los equipos 
RD1 y RD3 y en otra, RD1 y RD2. En la tabla obligatoria aparece RD1 y RD3. Las 
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contradicciones son tan palpables que hasta el momento de la ejecución del contrato 
no se conocerá qué equipos son los realmente existentes. Es una deficiencia de diseño 
grave pues el valorador desconoce la composición de los equipos que realizarán este 
trabajo» 
 
Como se señala: el equipo RD1 se definió dos veces; el equipo RD2 tiene una 
configuración en la memoria y otra en la tabla aportada. Las tablas de 
dimensionamiento de los equipos eran contradictorias en los equipos definidos. Esto es, 
existían definiciones de los equipos distintas en los diversos documentos de la oferta 
generando incertidumbre en la ejecución”. 
 
Los argumentos vertidos conducen a la desestimación del motivo. - 
 
7. – Respecto de la exclusión de tres licitadores por no superar el corte técnico, 
Valoriza, en este apartado, argumenta que no es lógico que tres de las empresas más 
importantes del sector hayan sido excluidas y lo hayan sido con argumentos tales 
como “implantaciones arriesgadas”, propuesta de contenerización que se oponen al 
“espíritu delo PPT”, en definitiva, conceptos indeterminados y con fuerte dosis de 
subjetividad. 
 
No estamos en presencia de argumento jurídico alguno, sino ante una reflexión de la 
recurrente carente de valor a efectos argumentales ya que la valía de las empresas no 
es objeto de discusión ni debate, ni existe un derecho preferente de empresa alguna a 
la obtención de un contrato, más allá de aquellas propietarias de derecho exclusivos, 
que no es el caso. Antes bien, entender ese argumento puede llegar a suponer que 
realmente la oferta cede ante la calidad de la empresa, cuestión carente de todo 
sentido en el ámbito de la contratación pública, cuyas diferencias con la privada son 
evidentes y se basan sobretodo en la existencia del interés general, transparencia e 
igualdad, principios que han sido cumplidos con rigor en este expediente. 
 
8.- Un séptimo argumento, que es realmente el verdadero argumento que justifica las 
anteriores aseveraciones de la recurrente es la nulidad de la valoración, y este alegato 
contiene referencias al incumplimiento del principio de igualdad en la valoración 
realizada, nulidad de la resolución de exclusión por infracción del artículo 9.3 de la 
Constitución, límites de la  discrecionalidad técnica de la Administración, arbitrariedad, 
ruptura del principio de confianza legítima e infracción del deber de las 
Administraciones Públicas de servir con objetividad los intereses generales y de 
respetar en su actuación el principio de buen fe. 
 
Dada la amplia variedad de obliteraciones de los principios jurídicos, iniciamos el 
análisis respecto de la ruptura del principio de igualdad. 
 
8.1.- Principio de igualdad. - 
 
Según Valoriza, el principio de igualdad de trato “implica que todos los licitadores 
deben hallarse en pie de igualdad tanto en el momento de presentar sus ofertas como 
al ser valoradas, algo que no se ha hecho ya que se ha tomado siempre la decisión más 
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restrictiva”, perjudicando a su representada de “manera injusta, arbitraria y 
desproporcionada”.  
 
La Sentencia del TSJA de 5 de diciembre de 2017, afirma que “ambos tienen su reflejo 
en el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real 
Decreto legislativo 3/2011, (TRLCSP), el art. 139 dispone "Los órganos de contratación 
darán a los licitadores y candidatos un tratamiento igualitario y no discriminatorio y 
ajustarán su actuación al principio de transparencia". 
 
La Sentencia del TJUE de 10 de mayo de 2012, señala que “Así, el artículo 23, 
apartados 2 y 3, letra b), y la última frase del vigésimo noveno considerando de la 
Directiva 2004/18 establecen que las especificaciones técnicas deberán permitir el 
acceso en condiciones de igualdad de los licitadores y no tener por efecto la creación de 
obstáculos injustificados a la apertura de los contratos públicos a la competencia, que 
deberán ser suficientemente precisas para permitir a los licitadores determinar el 
objeto del contrato y a los poderes adjudicadores adjudicarlo, y que deberán indicarse 
claramente, de modo que todos los licitadores sepan qué abarcan los requisitos 
establecidos por el poder adjudicador.” 

Por otra parte, la Sentencia del TJUE de 16 de diciembre de 2008, explica que “dicha 
Directiva no impide que un Estado miembro prevea otras medidas de exclusión que 
tengan por objeto garantizar la observancia de los principios de igualdad de trato entre 
los licitadores y de transparencia, siempre que tales medidas no excedan de lo 
necesario para alcanzar este objetivo”. 

La aplicación estricta del principio de igualdad de trato aludida por la recurrente 
incluye varias cuestiones, la primera de las cuales supone la exigencia para los STM de 
interpretar la oferta en el modo querido por el pliego, de forma que la ausencia de un 
elemento en un a oferta no puede suponer, per se, una penalización, antes bien, 
fuerza su interpretación acorde a los pliegos. Eso sucede con la oferta de Valoriza en 
diversos supuestos, como son, a título de ejemplo, los hallados en las páginas del 
informe de valoración de 17 de febrero de 2025, página 42, (No es clara la exposición, 
además de la contradicción entre el texto y las tablas, estas no dan una información 
completa, el valorador ha tenido que definir la suya para tener una idea de lo expuesto 
por este licitador), página 42/43 (Igual que en el barrido dual, el valorador ha tenido 
que buscar la información entre la memoria y las tablas en lugar de recogerla toda en 
las tablas obligatorias) o página 46 (El valorador ha necesitado reorganizar los datos 
suministrados para comprender los servicios previstos (por error el licitador ha 
denominado MP3 el equipo de limpieza de papeleras fijadas al suelo en turno de 
tarde). 
 
Luego parece que la igualdad de trato ha sido la que ha imbuido el informe de 
valoración, de forma que debe desestimarse la infracción alegada. 
 

Pag. 27 de 31



 
 

8.2- Infracción del artículo 9.3 de la Constitución. – 
 
Valoriza se refiere a la nulidad por infracción del artículo 9.3 de la Constitución que 
dice expresamente que “La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía 
normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones 
sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad 
jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes 
públicos”. A tal infracción anuda la causa de nulidad del artículo 47,1, e) y f) y la lesión 
del artículo 14 del Texto Constitucional. 
 
Ni una sola línea dedica a la justificación real de tales principios o a la nulidad, al no 
determinar ninguna de sus causas. 
 
La dicción del artículo 9.3 debe poder referirse exclusivamente a la interdicción de la 
arbitrariedad de los poderes públicos. Para la Sentencia del Tribunal Constitucional 
227/1988, “según reiterada doctrina de este Tribunal, no toda desigualdad de trato 
legal es discriminatoria, sino sólo aquélla que, afectando a situaciones sustancialmente 
iguales desde el punto de vista de la finalidad de la norma cuestionada, carezca de una 
justificación objetiva y razonable.” 
 
Por su parte, la STC 93/2012, afirma que “del mismo modo hemos de rechazar la 
supuesta infracción del principio de interdicción de la arbitrariedad (art 9.3 CE), no sólo 
porque no se haga mención del mismo en la providencia por la que se acuerda la 
apertura del trámite de audiencia (art. 35.2 LOTC), sino además, y en todo caso, porque 
tal duda de constitucionalidad, que se relaciona en el Auto de planteamiento con la 
pretendida vulneración de los principios de seguridad jurídica y eficacia administrativa, 
carece de sustantividad propia, pues no tiene otro sustento que la discrepancia del 
Juzgado promotor de la cuestión con la doctrina legal sentada en las referidas 
Sentencias en interés de ley, que determina el contenido normativo de los preceptos 
cuestionados, en cuanto a la imprescriptibilidad de la sanción durante la pendencia del 
recurso de alzada contra la resolución sancionadora. Debiendo, por lo demás, 
recordarse, como ya lo hiciéramos en la citada STC 37/2012, que “no corresponde al 
Tribunal Constitucional determinar cuál sea la interpretación preferible cuando son 
posibles —dentro de la Constitución— distintas interpretaciones judiciales de la 
legalidad ordinaria, y entre ellas pueda identificarse alguna que acaso hubiera 
respondido más plenamente a los valores incorporados a los derechos fundamentales u 
otros preceptos constitucionales” (STC 37/2012, FJ 12).” 
 
Tomados desde el punto de vista de la aplicación de tales pronunciamientos judiciales 
al caso concreto, no se evidencia qué motivos pueden aducirse para la pretendida 
vulneración de la legalidad o de la igualdad, de la interdicción de la arbitrariedad 
cuando ante lo que realmente se está es ante una discrepancia, legítima pero simple 
discrepancia con un informe que no otorga la valoración que Valoriza estima que debe 
alcanzar, sin que se haya puesto sobre la mesa actos alguno que induzca a la 
consideración de este Tribunal de nulidad de pleno derecho alguna, ya que, como 
señalan las Sentencias del Tribunal Supremo de 14 de julio de 1987, 1 de octubre de 
1988, 15 de octubre de 1991, 31 de octubre de 1991, 16 de marzo de 1992 o 17 de 
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marzo y 28 de abril de 2000,  “la omisión del procedimiento sea “clara, manifiesta y 
ostensible” y nada de esto se puede deducir del informe de los STM combatido por 
Valoriza, por lo que el motivo debe desestimarse. 
 
8.3.- Arbitrariedad. 
 
Siendo éste el eje real del recurso, debe anticiparse una decisión desestimatoria en 
base a que el control de la motivación debe comenzar analizando si la misma es 
suficiente. La motivación debe dar plena razón del proceso lógico que ha llevado a la 
adopción del acto; sus elementos básicos, cuando el acto motivado es la adjudicación, 
son la descripción de los aspectos de las ofertas sobre los que se emite la valoración, el 
juicio valorativo que éstos merecen y la puntuación que, en consecuencia, con todo 
ello, corresponde a cada proposición, de acuerdo con los criterios de adjudicación 
previamente establecidos en los Pliegos. Una vez satisfechos estos requisitos mínimos, 
no hay obligación de que la motivación se sujete a un esquema formal concreto. 

Aparte, debe manifestarse también que la formulación objetiva o claridad en la 
redacción de los criterios no es otra cosa que una de las clásicas premisas de la 
seguridad jurídica, y ahora también de la transparencia y la igualdad 
de oportunidades. La proporcionalidad debe ser examinada caso a caso para 
asegurarnos de que no se exige a los licitadores algo que no guarda medida respecto 
del objeto del contrato, o (añado yo) que no se puntúa desmesuradamente como 
criterio de adjudicación algo que realmente no tiene tanta relevancia en orden a la 
ejecución de dicho objeto contractual.   

Finalmente, señalar que la discrecionalidad técnica en la valoración de las ofertas, 
respecto a la que la doctrina es unánime, pudiéndose traer a colación la Resolución del 
TACRC 189/2012 que señalaba que la valoración de las ofertas de los licitadores en 
aquellos aspectos dependientes de juicios de valor por parte de la Mesa de 
contratación, constituye una manifestación particular de la denominada 
“discrecionalidad técnica” de la Administración, debiendo aplicarse la doctrina 
jurisprudencial elaborada, con carácter general, en relación con la posibilidad de 
revisión jurisdiccional de los actos administrativos dictados en ejercicio de las 
potestades discrecionales y, en particular, en relación con la actuación de las Mesas de 
contratación al valorar criterios subjetivos o dependientes de juicios de valor. 

Por su parte, la Resolución 159/2012 de ese mismo Tribunal manifestaba que “sólo en 
aquellos casos en que la valoración deriva del error, la arbitrariedad o el defecto 
procedimental cabe entrar, no tanto en su revisión, cuanto en su anulación -seguida de 
una orden de práctica de una nueva valoración de conformidad con los términos de la 
resolución que la acuerde-, a lo que se añade que, para apreciar la posible existencia de 
error en la valoración no se trata de realizar “un análisis profundo de las 
argumentaciones técnicas aducidas por las partes sino más exactamente y tal como la 
jurisprudencia ha puesto de manifiesto, de valorar si en la aplicación del criterio de 

Pag. 29 de 31



 
 

adjudicación se ha producido un error material o de hecho que resulte patente de tal 
forma que pueda ser apreciado sin necesidad de efectuar razonamientos complejos”. 

Y en la Resolución 368/2016, de 13 de mayo de 2016, declaraba dicho Tribunal que 
"los informes técnicos están dotados de una presunción de acierto y veracidad, 
precisamente por la cualificación técnica de quienes los emiten y sólo cabe frente a 
ellos una prueba suficiente de que son manifiestamente erróneos o se han dictado en 
clara discriminación de los licitadores; en consecuencia este Tribunal ha de limitarse a 
comprobar si se han seguido los trámites procedimentales y de competencia, analizar si 
se ha incurrido en error material y si se han aplicado formulaciones arbitrarias o 
discriminatorias, de modo que, fuera de estos aspectos, el Tribunal debe respetar los 
resultados de dicha valoración". 

Reiteramos en este punto la ausencia de arbitrariedad en la emisión de un informe 
suficientemente motivado, lo cual es suficiente para el pronunciamiento 
desestimatorio. 

8.4. El último argumento de Valoriza es la pretendida ruptura del principio de 
confianza legítima e infracción del deber de las Administraciones Públicas de servir con 
objetividad los intereses generales y de respetar en su actuación el principio de buena 
fe. 
 
Poco queda ya por argumentar en este palimpsesto de contravenciones que ha 
argumentado Valoriza en orden a la defensa de su recurso. Dado que el informe 
advera la motivación palpable desde el primero momento en que, en un ejercicio de 
transparencia, deja constancia de aquellos elementos que van a servir para su 
valoración, evidenciando ya desde un primer momento un intento palpable y real de 
alejarse de las subjetividades que pudieran configurar como arbitrario el informe, es 
complejo de argumentar sólidamente, ya que ningún elemento aporta en su discurso 
que permita avalar mínimamente una pretendida conculcación del principio de 
confianza legítima, que, en todo caso, y como señala el informe de la Dirección General 
de Contratación, “sólo podemos señalar que la actuación de esta Administración 
municipal ha respondido a lo esperado en tanto en cuanto se ha sujetado 
estrictamente al cauce procedimental legalmente establecido, actuando conforme a la 
LCSP y a lo dispuesto en el Pliego de Cláusulas Administrativas de confianza legítima 
alegado el cual no ampara que el resultado de las decisiones adoptadas por la 
Administración no alcance o cumpla las expectativas de los interesados.” 
 
A la vista de lo anterior, este Tribunal RESUELVE: 
 
1.- Desestimar íntegramente el Recurso Especial en Materia de Contratación 
interpuesto por el Recurso Especial en Materia de Contratación presentado por Dª 
Elena García Ibáñez el día 14 de abril de 2025 en nombre y representación de la 
mercantil VALORIZA SERVICIOS MEDIOAMBIENTALES, S.A. (en adelante VALORIZA), 
recurso especial en materia de contratación al amparo de los artículos 44 y ss de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre de contratos del sector público, por la que se transponen al 
ordenamiento jurídico español las directivas del parlamento europeo y del consejo 
2014/237UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014  (en adelante LCSP), contra la 
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resolución dictada por Teniente de Alcalde de Economía, Hacienda y Contratación de 
fecha 27 de marzo de 2025, publicada en la Plataforma de Contratación  del Estado y 
por la que se acepta la propuesta de la mesa de contratación y se excluye a la citada 
empresa de la licitación del contrato denominado “Limpieza Pública Viaria y Recogida y 
Transporte de Residuos del Municipio de Granada”. 

 
2.- Dado que la Resolución se encuentra suspendida por la interposición de otros 
recursos, levantar la que se efectuó por el presente recurso. 
 
3.- No apreciar temeridad o mala fe en la interposición del recurso. - 
 
4.- Notificar a la recurrente y al resto de las licitadoras la presente Resolución. 
 

Esta resolución es directamente ejecutiva y contra la misma sólo cabe la interposición 
de recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso Administrativo 
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en el plazo de dos meses a contar desde 
el día siguiente al de la recepción de la notificación de esta resolución, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 59 de la Ley de Contratos del Sector Público y en los artículos 
10.1 k) y l) y 11.1.f) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa. 

 
Granada a fecha de firma electrónica 

 
EL VICESECRETARIO GENERAL Y TITULAR DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CONTRATO DEL AYUNTAMIENTO DE GRANADA, 

 

Fdo. Gustavo García-Villanova Zurita 

 

 

 
 

Pag. 31 de 31


